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Acta N° 03-2011

SESIÓN COMISIÓN DE GÉNERO

(14 de marzo de 2011)

Se inicia a las nueve horas del catorce de marzo de dos mil once con la asistencia de la Magistrada Zarela Villanueva Monge, Magistrada Anabelle León Feoli,  Magistrado Fernando Cruz Castro,  Magistrada Doris Arias Madrigal, la Magistrada Suplente María Alexandra Bogantes Rodríguez, y las señoras, Adriana Orocú Chavarría, Alba Solano Chacón, Olga Fallas Ulloa, Eugenia Salazar Elizondo, Godelieve López Salas, Ana Eugenia Romero Jenkins, Yadira Fonseca Jiménez y Jeannette Arias Meza; ausente con justificación la señora Sara Castillo Vargas. 

Artículo I. Integración a la Comisión de Género y bienvenida a la Magistrada Doris Arias Madrigal

Mediante acuerdo de Corte Plena, en representación de la Sala III de la Corte Suprema de Justicia, se integra el día de hoy, a la Comisión de Género, la Magistrada Doris Arias Madrigal.
Acuerdo: Se le externa la más cordial bienvenida a la Magistrada Doris Arias Madrigal, cuya presencia, sin duda será de gran provecho y aportes para el desarrollo de la igualdad de género en la institución y en los servicios que brindamos; particularmente por cuanto la Magistrada Arias Madrigal ha  promovido acciones importantes en equidad de género desde el área penal, y coordinó durante muchos años el Comité de Género del II Circuito Judicial de San José. 

Artículo II. Informe de avance sobre la Red de Unidades Técnicas de Género de Instituciones Públicas.
La Licda. Jeannette Arias refiere que en el mes octubre de 2011, tal como lo había informado en su momento, se generó una iniciativa por parte de varias coordinadoras de Unidades Técnicas de Género de instituciones públicas, para que se creará una “Red de Unidades Técnicas de Género”, siendo que la primera reunión fue convocada por la Licda. Sary Montero, Coordinadora de la Unidad Técnica de Género del Tribunal Supremo de Elecciones, reunión a la que asistieron aproximadamente ocho representantes. La idea era generar un espacio que permitiera una retroalimentación entre las diferentes Unidades, que se compartieran experiencias, se generaran espacios de capacitación y fortalecimiento de dichas Unidades. 

En razón de lo anterior, se continuaron realizando reuniones mensuales, producto de las cuales se elaboró un documento consensuado, que contiene la justificación, marco legal y objetivos de la Red. Este documento se denomina: “Importancia de la creación, ratificación, fortalecimiento y desarrollo, de una Red de Unidades de Unidades Técnicas y otras Instancias de Género, para la promoción democrática de la justicia y la paz social en el Estado Costarricense”  (se adjunta documento). 

Este oficio fue entregado el día 18 de enero de 2011 a la Señora Presidenta Ejecutiva del Instituto Nacional de las Mujeres, Licda. Mauren Clarke, para que se continúe el apoyo y coordinaciones entre ambas instancias. Es importante mencionar que desde la tercera reunión de la Red, se ha venido dando el apoyo del INAMU, mediante la asignación de acompañamiento y asesoría a la Red, por parte de la Licda. Ana Patricia Arce Blanco, funcionaria del área de Políticas Públicas del INAMU.
El oficio fue firmado por representantes de las Unidades Técnicas de Género de las siguientes instituciones, quedando abierto para que otras se integren a futuro: MOPT, ICE, CCSS, DGAS, UNED, INA, MCJ, MSP, Colegio de Abogados y Abogadas, INCOPESCA, AyA, y de la Secretaría Técnica de Género del Poder Judicial.
La Magistrada Doris Arias hace la observación de la importancia de que esté la representante de la Unidad de Género de la Asamblea Legislativa. La Licda. Jeannette Arias manifiesta que se si se le ha invitado a todas las reuniones, en razón de que forma parte de la lista de contactos de Unidades Técnicas de Género que tiene registradas el INAMU; lista que fue proporcionada por la Licda. Arce Blanco para que se hicieran las convocatorias por parte de la Secretaria de la Red, que es la Srta. Gabriela Moraga, secretaria del Colegio de Abogadas y Abogados, designada para asistir en las reuniones de la Red.

Por su parte la Magistrada Zarela Villanueva señala que es muy importante esta iniciativa por el impacto que podría tener a nivel de las instituciones públicas y otras que se integren; sin embargo manifiesta que es muy importante reforzar las acciones para lograr una Red activa similar, en lo que se refiere a Comités de Género en el Poder Judicial.

A raíz de lo anterior, la Magistrada Doris Arias, ofrece realizar la coordinación de los Comités de Género en aras de coadyuvar en la consolidación de este proceso, que ha sido sumamente dificultoso y uno de los mayores retos que tiene la Secretaría Técnica de Género.

Acuerdo: Se tiene por rendido el informe sobre el proceso de avance de la Red de Unidades Técnicas de Género y Otras Instancias de Género; así mismo, se acuerda designar la Coordinación de los Comités de Género del Poder Judicial, a la Magistrada Doris Arias, quien contará con el apoyo de la Licda. Xinia Fernández, desde la Secretaría Técnica de Género, para desarrollar un plan de trabajo con los Comités. Además contará con la coadyuvancia de la Licda. Eugenia Salazar y Licda. Damaris Vargas. 

Artículo III. Sistema de Acreditación de Programas de Atención para Ofensores (SAPAO)
De conformidad con lo dispuesto por la Ley de Penalización de la Violencia contra las Mujeres, Ley N º 8589, artículo 16 y transitorio único, al Instituto Nacional de las Mujeres, se le asignó la responsabilidad de implementar, mantener y mejorar un Sistema de Acreditación que permita a las instituciones públicas y organizaciones privadas interesadas en desarrollar programas de atención para ofensores, gestionar su acreditación.

Para cumplir con el mandato legal de acreditar los programas de atención para ofensores se creó un Sistema de Acreditación amparado en el Sistema Nacional para la Calidad, Ley Nº 8279 donde se establecen los lineamientos para el cumplimiento de los compromisos internacionales que se deben aplicar a todos los bienes y servicios, así como a las actividades de evaluación que se lleven a cabo para demostrar el acatamiento de los requisitos voluntarios o normalizados aplicables a normas de acreditación. 

Según la Ley de la Calidad, se entenderá como acreditación el procedimiento mediante el cual se reconoce de manera formal que una entidad tiene la competencia técnica para ejecutar áreas específicas según los requisitos de las normas internacionales, entre éstas Normas Internacionales que se retoman para el SAPAO, están la ISO 9000, ISO 19000 y la ISO 10013, entre otras.

Los principios rectores del Sistema de Acreditación son: objetividad, imparcialidad, no discriminación, transparencia, competencia técnica y confidencialidad. El alcance del Sistema de Acreditación para Ofensores (SAPAO, se adjunta el documento), aplica a todas las organizaciones con programas de atención para ofensores en proceso de acreditación o acreditados, a todo el personal y órganos del INAMU involucrados en el mismo.

Precisamente para la presentación de este Sistema, por parte del INAMU, la Comisión Interinstitucional de Violencia Doméstica, coordinada por la Licda. María Elena Gómez, y la Secretaría Técnica de Género han coordinado una actividad dirigida al sector judicial, la cual se estará realizando esta semana, el próximo miércoles 16 de marzo, a las 2pm. En el Salón de Expresidentes de la Corte Suprema de Justicia, con la participación de doña Mauren Clarke, doña Zarela Villanueva y doña María Elena Gómez.

Acuerdo: Se toma nota del informe y se extiende la invitación a la Comisión.
IV. Varios:

a) Reforma a la Ley Contra la Violencia Doméstica

El 2 de marzo de 2011 fue publicada en la Gaceta No. 43 la reforma a los artículos 1, 3, 4, 5, 6, 17 y 20 de la Ley Contra la Violencia Doméstica No. 7586 del 10 de abril de 1996. Esta tiene como puntos fundamentales:
1. Establecer de manera clara y concreta, la responsabilidad estatal de proveer a las mujeres víctimas de violencia, de una representación legal gratuita, en las causas judiciales en las que intervengan, en razón de esa violencia, al estipular en el artículo 17 de la Ley, que: “El Instituto Nacional de las Mujeres (Inamu) brindará el asesoramiento … y, además, les ofrecerá a las víctimas los servicios de acompañamiento, asesoramiento jurídico y representación legal necesarios para realizar los trámites contemplados en esta Ley. Con este último propósito, el Inamu podrá intervenir en el procedimiento, con el fin de garantizar los derechos de las víctimas y representarlas legalmente con las mismas facultades y atribuciones otorgadas a la Defensa Pública en materia penal.”
2. Crea un “Registro de Ofensores” en el seno del Poder Judicial, lo cual  permitirá contar con una herramienta que coadyuve en evitar medidas de protección contradictorias y medir el riesgo de la situación de violencia para la víctima, en razón del perfil del ofensor, siendo este Registro, según el artículo 4 de esta Ley, de consulta obligatoria para el Juez o Jueza que deba resolver una solicitud de medidas de protección, puesta bajo su conocimiento. 

Esta reforma  proveer de mecanismos de  OPERATIVIZACIÓN, para que el sistema funcione, llenando vacíos que se convertían en obstáculos estructurales para la realización efectiva de los derechos de las mujeres, particularmente en cuanto a una representación legal efectiva.

La Magistrada Zarela Villanueva, refiere que la iniciativa de reformar esta Ley, nació como consecuencia de un taller que se realizó en el Poder Judicial, con la Jurisdicción de Violencia Doméstica, en el año XXX. Señala que esta reforma lleva a un replanteamiento, en lo interno, sobre las funciones de los equipos interdisciplinarios. Además, es muy importante que se realicen actividades de divulgación y análisis de esta reforma. 
La Licda. Jeannette Arias informa que ya se iniciaron las gestiones para foros virtuales y presenciales, por parte de la Escuela Judicial y de la Comisión Interinstitucional de Violencia Doméstica. Que la persona que está organizando las actividades es el Lic. Diego Benavides, según lo hizo ver en correo enviado a la Secretaría en fecha 10 de marzo de 2011.

 Acuerdo: Se le encomienda a la Secretaría Técnica de Género que continúe acciones de coordinación  con la Escuela Judicial y la Comisión Interinstitucional de Violencia Doméstica, para la organización de actividades, tanto virtuales como presenciales,  de divulgación y análisis de la reforma a la Ley Contra la Violencia Doméstica.  

b) Restitución de los Artículos 22 y 25 de la Ley de Penalización de la Violencia Contra las Mujeres No. 8589

La Magistrada Zarela Villanueva manifiesta que otra buena noticia, es que el 25 de marzo de 2011, fue publicada en La Gaceta No. 60, la aprobación de la Ley No. 8929 que restituye los artículos 22 y 25 de la Ley de Penalización de la Violencia Contra las Mujeres. Señala que este fue un proceso muy largo, pero al final victorioso en razón de la persistencia en las acciones, particularmente generadas en nuestra propia institución, de donde salió el texto que finalmente fue aprobado. Señala que algunos de los obstáculos se generaron a raíz de cambios que fueron introducidos al texto originalmente presentado por las especialistas que colaboraron en su redacción (Licda. María Elena Gómez en Derecho Penal, Licda. Nancy Hernández en Derecho Constitucional y Licda. Jeannette Arias en Derecho Penal y en Género).
La redacción final de los artículos, que se publicaron en la Gaceta, quedaron de la siguiente forma:
Artículo 22. Maltrato
A quien por cualquier medio golpee o maltrate físicamente a una mujer con quien mantenga una relación de matrimonio, en unión de hecho declarada o no, sin que incapacite para sus ocupaciones habituales, se le impondrá pena de prisión de tres meses a un año.
Si de la acción resulta una incapacidad para sus labores habituales menor a cinco días, se le impondrá pena de seis meses a un año de prisión.
A quien cause daño en el físico o a la salud de una mujer con quien mantenga una relación de matrimonio, en unión de hecho declarada o no, que le produzca una incapacidad para sus ocupaciones habituales por un tiempo mayor a cinco días y hasta por un mes, se le impondrá pena de prisión de ocho meses a dos años.

Artículo 25. Ofensas a la dignidad.
Será sancionado con pena de prisión de seis meses a dos años, al que ofenda de palabra en su dignidad o decoro, a una mujer con quien mantenga una relación de matrimonio o en unión de hecho declarada o no.
Es importante señalar que lo vital de estos artículos que habían sido declarados inconstitucionales por una resolución de la Sala Constitucional, constituían el 70% de todas las denuncias interpuestas con motivo de la Ley de Penalización de la Violencia contra las Mujeres.
La aprobación de la Ley de Penalización de la Violencia contra las Mujeres, y la restitución de los artículos señalados, constituye un paso imprescindible para la visibilización efectiva de los derechos humanos de las mujeres, e impostergable para la sociedad costarricense. Si bien es cierto, aun queda muchísimo camino por recorrer en materia penal, espacio en el cual, apenas estamos dando los primeros avances, también es cierto, que ya se colocó el tema de la violencia como un problema de derechos humanos fundamentales que requieren de la tutela penal.
Acuerdo: La Comisión de Género considera que este es un momento histórico de celebración, por el éxito obtenido en la aprobación de la restitución de los artículos 22 y 25 de la Ley de Penalización de la Violencia Contra las Mujeres. La Comisión reconoce que los esfuerzos institucionales generados para contar  nuevamente con esta regulación, fueron vitales en el proceso. Además se acuerda, solicitarle al Departamento de Planificación  que se revise esta reforma legislativa y sus efectos en la aplicación de todo el ordenamiento jurídico relacionado, y así mismo que efectúe los estudios correspondientes sobre los recursos que fueron asignados a la aplicación de la Ley, y la revaloración de las funciones.
c) Ley de Porcentaje Mínimo de Mujeres que Deben Integrar las Directivas de Asociaciones, Sindicatos y Asociaciones Solidaristas.

El 18 de noviembre de 2010 fue aprobada en la Asamblea Legislativa la “Ley de Porcentaje Mínimo de Mujeres que Deben Integrar las Directivas de Asociaciones, Sindicatos y Asociaciones Solidaristas” (Se adjunta documento). Esta ley que aplica medidas especiales de carácter temporal, mediante la asignación de cuotas paritarias, que garantizan la participación de mujeres en Asociaciones, Sindicatos y Asociaciones Solidaristas, es una deuda que el país tenía con las mujeres costarricenses. Forma parte de acciones para conformar el ordenamiento jurídico de Costa Rica a la Convención para la Eliminación de todas las formas de Discriminación contra las Mujeres.  

Se hace ver la necesidad de que se informe sobre esta ley y se analice cuáles pueden ser mecanismos estratégicos que coadyuven en la implementación de la misma, particularmente en coordinación con las organizaciones de este tipo que se relacionan con el Poder Judicial, como lo son ASOSEJUD, ANEJUD, ANIC, entre otras.

Acuerdo: Se le encomienda a la Secretaría Técnica de Género que coordine la organización de actividades de divulgación y análisis de la “Ley de Porcentaje Mínimo de Mujeres que Deben Integrar las Directivas de Asociaciones, Sindicatos y Asociaciones Solidaristas”, que permita el desarrollo de mecanismos estratégicos que coadyuven en la implementación de la misma; en coordinación con las organizaciones de este tipo que se relacionan con el Poder Judicial.
d) Informe de la Oficina de Atención y Protección a Víctimas y Testigos.
La Magistrada Anabelle León, manifiesta que ella estuvo presente durante el informe de trabajo, realizado por la Oficina de Atención y Protección a Víctimas de Delitos, celebrada el    en la Sala de Expresidentes de la Corte. 

En esta actividad, el Lic. Róger Mata, coordinador de ese despacho, explicó detalladamente todo el trabajo que se realiza en ese despacho. Señala, que el señor Fiscal General Lic. Jorge Chavarría indicó que él no creía en ese tipo de trabajo por parte del Poder Judicial, porque la labor que hace la OAPVT en realidad le corresponde a otras instituciones del Estado, del sistema asistencial y también a Organizaciones No Gubernamentales (ONG´s).  Ante esas manifestaciones, cuando le correspondió la palabra a la Magistrada León, ésta indicó que si bien ella no era penalista, cuando se trataba de la atención de víctimas, ese era una deuda que el país tenía y no lo podía no asumir el Poder Judicial, sino más bien “empujar” las funciones de otras instituciones del Estado.
Acuerdo: Se tiene por rendido el informe. 

Se cierra la sesión al ser  las 12:00 horas.
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